
Expte.

SR. CONSEJERO DE HACIENDA Y
ADMINISTRACIÓN PÚBLICA
Plaza de los Sitios, 7
50001 Zaragoza

I.- ANTECEDENTES

PRIMERO.- En esta Institución, se registró una queja,  en la que, de

modo literal, se expuso lo que sigue:

«1.- Que desde el 13 de febrero de 2006 ocupaba plaza nº de RPT

07314, como funcionaria interina del Cuerpo de Funcionarios Superiores de

la Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón, Escala Facultativa

Superior-Facultativos Superiores  Especialistas  (Pedagogos)  y  fui  cesada  el

28 de febrero  de 2019 (se adjunta  resolución nombramiento,  comunicación

cese y diligencia de baja).

2.-  Que,  en  fecha  28  de  febrero  de  2019,  solicité  copia  de  la

Resolución  de  Función  Pública  de  4  de  octubre  de  2016  y  Calidad  de  los

Servicios  al  Instituto  Aragonés  de  Servicios  Sociales  de  la  Dirección

Provincial  de  Huesca,  a  la  que  se  hace  referencia  en  el  documento  de

comunicación  de  cese  (se  acompaña  documento  de  comunicación  de

traslado de la solicitud a la Dirección General).

4.- Que el 4 de marzo de 2019 presentó recurso de alzada pidiendo

explicación  de  los motivos  por  los que  se eligió despedir  a  una  funcionaria

interina  y  no  a  otra,  que  ocupa  un  puesto  idéntico;  que  se  comunicase  a

quién  correspondió  esta  decisión  y  que  se  revocase  el  cese  aplicando  un

criterio objetivo (se acompaña copia del recurso de alzada).

5.- Que el 11 de marzo de 2019, en respuesta al recurso de alzada, la
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Dirección Provincial de Huesca, a través de la Secretaría General del Instituto

Aragonés de Servicios Sociales, me comunicó que dio traslado del mismo a

la  Dirección  General  de  la  Función  Pública  y  Calidad  de  los  Servicios  (se

acompaña copia del documento de comunicación del traslado del recurso de

alzada).

6.- Que, hasta el momento, no se ha notificado respuesta al Recurso

de Alzada el 11 de marzo de 2019 y, por lo tanto, no se ha dado cumplimiento

a  la  obligación  que  impone  a  la  Administración  el  artículo  21  de  la  Ley

39/2015,  de  1  de  octubre,  del  Procedimiento  Administrativo  Común  de  las

Administraciones Públicas  que establece la obligación de resolver de forma

expresa  y  a  notificarla  en  todos  los  procedimientos  cualquiera  que  sea  su

iniciación.

7.-  Que el  27  de  marzo  de  2019  presenté  solicitud  de  acceso  a  la

información pública nº 146/2019 y que, al no recibir respuesta, el 9 de mayo

de  2019  presenté  reclamación  ante  el  Consejo  de  Transparencia  con

carácter potestativo (se acompaña documentos de solicitud y reclamación).

8.-  Que el  29  de  mayo  de  2019  recibí  notificación  de  la Secretaría

General Técnica del Departamento de Hacienda y Administración Pública en

la  que  se  resuelve  estimar  la  solicitud  de  acceso  a  la  información  pública,

remitiendo además documentación (se acompaña Resolución del 20 de mayo

de 2019 y documentación que anexaron a la misma).

9.-  Que  el  30  de  mayo  de  2019  presenté  Reclamación  ante  el

Consejo de Transparencia de Aragón con carácter potestativo con respecto a

la Resolución del 29 de mayo de 2019, por considerar que esta no da  una

respuesta completa a la solicitud realizada (se acompaña Reclamación).

10.-  Que  hasta  el  momento  no  se  ha  recibido  respuesta  a  la

Reclamación  ante  el  Consejo  de  Transparencia  de  Aragón  con carácter
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potestativo realizada el 30 de mayo de 2019, y, por lo tanto, no se ha dado

cumplimiento a la obligación que impone a la Administración el artículo 21 de

la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de

las  Administraciones  Públicas  que  establece  la  obligación  de  resolver  de

forma expresa y a notificarla en todos los procedimientos cualquiera que sea

su iniciación.

Por  todo  lo  expuesto,  SOLICITO  tenga  por  presentada  esta  queja

contra la Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón y previos los

trámites  preceptivos  termine  el  Justicia  de  Aragón,  requiriendo  a  la

Administración Pública, a fin de que se resuelvan y notifiquen:

1.- El recurso de alzada interpuesto el 4 de marzo de 2019.

2.- La reclamación ante el Consejo de Transparencia de Aragón con

carácter potestativo interpuesto el 30 de mayo de 2019”.

Al escrito se acompañaban los siguientes particulares:

1.- Resolución del Director Provincial   en Huesca del IASS de 10 de

febrero  de 2006 (por delegación  del Director Gerente) sobre nombramiento

de la ciudadana como funcionaria interina.

2.- Resolución del Director Provincial, de 4 de febrero de 2019, por la

que se acordó el cese de esta señora.

3.- Diligencia de baja de 28 de febrero de 2019.

4.- Solicitud de la copia de la resolución de 4 de octubre de 2016 de

la Dirección General de la Función Pública y Calidad de los Servicios.

5.-  Escrito del secretario provincial  del IASS en Huesca de traslado

de dicha petición a la Dirección General de la Función Pública y Calidad de

los Servicios.
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6.- Escrito de 4 de marzo de 2019, por el que la ciudadana solicitó a

la Dirección Provincial en Huesca lo que sigue:

«Que  se  solicite  cuál  es  el  motivo  por  el  que  se  elige  despedir  a  una

funcionaria interina y no a otra, que ocupa un puesto idéntico.

Que  se  comunique a  quién  correspondió  la decisión  de  que  sea  el  puesto

número 7314 el destinado a la adscripción provisional y no otro.

Que  se  revoque  el  cese  y  se  aplique  un  criterio  objetivo  regulado  en  la

normativa  correspondiente  para  decidir  qué  puesto  se  asigna  a  la persona

que  debe  ser  adscrita  provisionalmente;  en  caso  de  no  existir  normativa

aplicable, que sea la funcionaria de carrera la que decida qué puesto quiere

ocupar,  como  ocurre en  la elección  de  destino  del  personal  funcionario  de

nuevo ingreso, o como sucede en el caso de reingreso del personal  laboral

de la Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón».

7.-  Escrito  del  Secretario  Provincial  de  11  de  marzo  de  2019  de

traslado de la anterior solicitud a la Dirección General de Función Pública y

Calidad de los Servicios.

8.- Comunicación previa  de  1  de  abril  de  2019  sobre registro de la

solicitud de acceso a la información pública efectuada a través del Portal de

Transparencia del Gobierno de Aragón.

9.-  Con fecha  9  de  mayo  de  2019,  se  formuló  reclamación  ante  el

Consejo de Transparencia de Aragón.

10.-  Respuesta de la Secretaría General Técnica del Departamento

de Hacienda y Administración Pública, de 20 de mayo de 2019, con la que se

aportaron otras resoluciones y, entre ellos, la resolución de 4 de agosto de

2016,  de  la  Secretaría  General  del  IASS,  en  la  que  se  comunicó  a  la
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Dirección General de la Función Pública y Calidad de los Servicio, Servicio de

Clasificación y Provisión de Puestos de Trabajo lo que sigue:

«En contestación a su escrito de fecha 1 de agosto de 2016 en el que

se insta  a  efectuar  la propuesta  de  adscripción,  a  puestos de  RPT, de  los

funcionarios  cesados  en  puestos  de  libre  designación  y  adscritos  en  la

actualidad a puestos bolsa con anterioridad al 1 de septiembre  del corriente,

se comunica lo siguiente:

-. Dña. (…), grado 26 y clase de especialidad Facultativo/a Superior

Especialista,  Pedagogo/a,  se  propone  su  adscripción  al  puesto  con  nº  de

RPT  7314,  Facultativo/  Superior  Especialista,  Pedagogo/a,  nivel  22,

complemento específico A, respetando el percibo de las retribuciones que le

correspondan de acuerdo con lo previsto legalmente.

(…)».

11.-  Reclamación  de  30  de  mayo  de  2019  ante  el  Consejo  de

Transparencia de Aragón en la que se solicita:

«-. Que se ponga de manifiesto la autoridad que efectúa la propuesta

contenida  en  el  escrito  en  el  que  se  insta  a  efectuar  la  propuesta  de

adscripción de fecha 1 de agosto de 2016 y se facilite copia de dicho escrito.

-. Que se indique si la decisión se tomó discrecionalmente y si no fue

así los criterios legales específicos que lo justifiquen.

-.  La  documentación  relativa  a  la  modalidad  de  nombramiento  y

objeto  del  mismo  d  ela funcionaria  interina  que  ocupa  el  puesto  con  nº  de

RPT 7313.

-. Que se tengan en cuenta mis  derechos legales, como interesada

en  el  procedimiento  de  cese,  de  acuerdo  con  la  Ley  39/2015  del
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Procedimiento  Administrativo  Común,  y  de  acuerdo  con  la  Ley  8/2015  de

Transparencia de la Actividad Pública y Participación Ciudadana de Aragón,

dado que considero que no solo no ha sido respetados, sino que me han sido

denegados.

-.  Que  el  Consejo  lleve  a  cabo  las  actuaciones  necesarias  para  el

total restablecimiento de mis derechos».

SEGUNDO.-  Admitida  a  supervisión  la  anterior  Queja,  se  acordó

solicitar  información  al  Consejo  de  Transparencia  de  Aragón  y  al

Departamento de Hacienda y Administración Pública.

TERCERO.-   Por  parte  de  la  Sra.  Secretaria  del  Consejo  de

Transparencia se contestó diligentemente a nuestra petición de información y

se expuso:

«El  plazo  de  resolución  previsto  en  la  norma (tres  meses  desde  la

interposición  de la reclamación)  finalizó el pasado 1 de septiembre.  Ello no

obstante, y pese al intenso trabajo desarrollado, el CTAR no ha conseguido

hasta  la fecha resolver  las reclamaciones presentadas en  el  plazo  legal  de

tres  meses  previsto  en  la  norma.  Como  usted  sabe,  a  diferencia  de  otros

comisionados  de  transparencia autonómicos,  el  CTAR  no  cuenta  con

miembros  en  dedicación  exclusiva,  ni  existe  una  estructura  administrativa

propia.  Únicamente  a  la  Secretaria  (que  en  la  actualidad  es  la  Jefe  de

Servicio de Transparencia del Gobierno de Aragón) le corresponde el apoyo

administrativo y la asistencia técnica al pleno.

A esta situación estructural se suma el hecho de que la última sesión

del  CTAR  en  2019  se  celebró  el  27  de  mayo,  un  día  después  de  la

celebración de las elecciones a Cortes de Aragón y, por tanto, disueltas las

elegidas  el  24  de  mayo  de  2015  (Decreto  de  1  de  abril  de  2019,  del

Presidente  de  Aragón, por  el  que  se  convocan  elecciones  a  Cortes  de
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Aragón).

A estos efectos, el Decreto 32/2016, de 22 de marzo, del Gobierno de

Aragón,  por  el  que  se  aprueba  el  Reglamento  de  Organización  y  de

Funcionamiento  del Consejo  de Transparencia  de Aragón, establece en su

artículo  6.2.  a)  que  éste  se  compone  –entre  otros  miembros-  de  un

representante  de cada  uno  de los Grupos  Parlamentarios  de las Cortes de

Aragón,  y  determina  en  su  artículo  10.5  que  la  condición  de  miembro  del

Consejo de Transparencia de Aragón se perderá por cesar en el desempeño

del  cargo  o  empleo  público,  en  aquellos  miembros  cuyo  nombramiento  se

produzca en razón de tal circunstancia.

En  consecuencia,  celebrada  el  20  de  junio  de  2019  la  sesión

constitutiva de las Cortes de Aragón (X Legislatura) se solicitó al Presidente

de  las  Cortes  por  la  Consejera  de  Ciudadanía  y  Derechos  Sociales,  de

acuerdo con lo dispuesto en sus artículos 6.2.a) y 8.1.a) del citado Decreto, la

designación de los representantes de las Cortes de Aragón en el CTAR.

El número de representantes de las Cortes de Aragón en el CTAR en

esta legislatura es de ocho, por lo que convocar al órgano únicamente con los

diez  miembros  restantes  implicaba  la  dificultad  de  conseguir  el  quorum

previsto en el artículo 14 del Decreto para su funcionamiento ordinario (mitad

más uno de sus miembros).

El certificado de la Secretaria Primera de las Cortes de Aragón, en el

que se comunican los nuevos miembros, titulares y suplentes, de cada uno

de  los  Grupos  Parlamentarios  se  emitió  el  4  de  diciembre  de  2019  y  se

trasladó  a la Secretaría del CTAR el 10 de diciembre.

En  el  BOA  de  14  de  enero  de  2020  se  publicó  la  Orden  de  la

Consejera  de  Ciudadanía  y  Derechos  Sociales  por  la  que  se  nombran

miembros del Consejo de Transparencia de Aragón en representación de las
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Cortes  de  Aragón  (artículo  10.3  del  Decreto  de  funcionamiento).  En  este

momento, se convocó al órgano colegiado a una reunión celebrada ayer, el

día 17 de febrero de 2019».

CUARTO.- Por parte de la señora que formuló la queja se acompañó

la respuesta que ella misma había recibido de la Sra. Secretaria General del

Instituto Aragonés de Servicios Sociales, del Departamento de Ciudadanía y

Derechos  Sociales  (registro  de  salida  de  21  de  febrero  de  2020),  del

siguiente tenor:

«Primero.- La interesada fue cesada el 28 de febrero de 2019 de su

puesto nº  RPT 7314, Facultativo  Superior  Especialista, como consecuencia

de la toma  de  posesión en  dicho puesto de  una  funcionaria  de  carrera.  La

mencionada  toma  de  posesión  de  la  funcionaria  de  carrera  se  realiza  en

aplicación  de  la  Resolución  de  la  Dirección  General  de  Función  Pública  y

Calidad  de  los Servicios  de  4  de  octubre  de  2016  (se  adjunta copia  de  la

misma) por la que se adscribe provisionalmente a una funcionaria de carrera

en dicho puesto, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 30 y 43 del

Texto  refundido  de  la  Ley  de  la  Ordenación  de  la  Función  Pública  de  la

Comunidad Autónoma de Aragón, aprobado por Decreto Legislativo 1/1991,

de 19 de febrero, de la Diputación General.

Segundo.-  La  cobertura  por  funcionario  de  carrera  por  cualquier

forma  de  provisión  de  un  puesto  de  trabajo  ocupado  por  un  funcionario

interino es  una  causa legal  para el cese del mismo. Así resulta del artículo

10.1.a)  del  texto  refundido  de la  Ley  del  Estatuto  Básico  del  Empleado

Público, aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre (en

adelante EBEP) que dispone lo siguiente: “Son funcionarios interinos los que,

por  razones  expresamente  justificadas  de  necesidad  y  urgencia,  son

nombrados  como  tales  para  el  desempeño  de  funciones  propias  de

funcionarios  de  carrera,  cuando  se  dé  alguna  de  las  siguientes
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circunstancias:  a)  la  existencia  de  plazas  vacantes  cuando  sea  posible  su

cobertura por funcionarios de carrera”, señalando el artículo 10.3 de la misma

Ley que “el  cese de los funcionarios interinos  se producirá, además de por

las causas previstas en el artículo 63, cuando finalice la causa que dio lugar a

su nombramiento”. En el mismo sentido el artículo 7 del texto refundido de la

Ley  de  Ordenación  de  la  Función  Pública  de  la  Comunidad  Autónoma  de

Aragón,  aprobada  por  Decreto  Legislativo  1/1991,  de  19  de  febrero,  de  la

Diputación  General  de  Aragón  (en  adelante,  LOFPA)  establece  que  “el

personal  interino  cesará  cuando  dejen  de  ser  necesarios  sus  servicios  o

cuando la plaza que ocupen sea cubierta por un funcionario”.

Precisando  lo  anterior,  el  artículo  19  de  la  Instrucción  de  3  de

noviembre de 2008 de la Dirección General de la Función Pública, por la que

se establecen criterios de confección y gestión de las listas de espera para

nombramiento  de  funcionarios  interinos  en  la  Administración  de  la

Comunidad Autónoma de Aragón dispone lo siguiente:

“19.- Causas de cese.

Además de por las causas generales de pérdida de la condición de

funcionario  de  carrera,  reguladas  en  el  artículo 63  del  Estatuto  Básico  del

Empleado Público, el cese de los funcionarios interinos se producirá cuando

el puesto se provea por funcionarios de carrera, a través de cualquiera de las

formas de provisión de puestos (…)”.

En definitiva, cualquier forma de provisión por funcionarios de carrera

de  un  puesto  de  trabajo,  incluida  la  adscripción  provisional,  se  configura

como una causa legal de cese del funcionario interino.

Tercero.- Por lo que se refiere a la determinación del puesto concreto

que  es  objeto  de  cobertura  mediante  adscripción provisional  se  le  informa

que es la Dirección General de la Función Pública y Calidad de los Servicios
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la  que  la  determina  en  su  Resolución  el  puesto  objeto  de  adscripción

provisional,  limitándose  el  órgano  correspondiente  donde  se  encuadra  el

puesto,  en  este  caso,  la  Dirección  Provincial  del  IASS  de  Huesca  a  su

ejecución en los términos señalados».

A este respecto, esta señora formuló las siguientes consideraciones:

«2.- Que   en el recurso de  alzada  del 4  de  marzo  de  2019  se pide

explicación  de  los motivos  por  los que  se eligió despedir  a  una  funcionaria

interina  y  no  a  otra,  que  ocupa  un  puesto  idéntico;  que  se  comunicase  a

quien  correspondió  esta  decisión  y  que  se  revocase  el  cese  aplicando  un

criterio objetivo.

3.- Que dicho escrito no da respuesta a lo solicitado por las siguientes

razones:

a.- porque hace referencia al artículo 7.3 del texto refundido de la Ley

del Estatuto Básico del Empleado Público y al artículo 19 de la Instrucción de

3 de noviembre de 2008 de la Dirección General de la Función Pública, los

cuales especifican las causas de la decisión del cese del funcionario interino

“esta se produce cuando el puesto es ocupado por un funcionario de carrera”,

pero  no  responde  a  la  pregunta  planteada  sobre  los  criterios  objetivos

utilizados  para  elegir  a  una  funcionaria  interina  y  no  a  otra  que  ocupa  un

puesto idéntico.

b.-  Porque  hace  referencia  a  la  Dirección  General  de  la  Función

Pública y Calidad de los Servicios, como órgano encargado de decidir, pero

no  especifica  nada  acerca  de  la autoridad  que  tomó  esa  decisión,  ya  que

todavía se  desconoce  y  cuyo  nombre aparecería  en  la firma del escrito  de

fecha  1  de  agosto  de  2016  del  Servicio  de  Clasificación  y  Provisión  de

Puestos, y que de acuerdo con la Ley 39/2015 existe el derecho legal de la

interesada a conocer.
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c.-  Porque,  si  nos  fijamos  en  la  fecha  de  registro  de  salida,  dicho

escrito es firmado con una fecha errónea: donde debería decir 18 de febrero 

de 2020 dice 18 de febrero de 2019.

d.-  Porque  carece  de  pie  de  recurso,  con  los  plazos  legales  de

impugnación»

II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS

PRIMERO.- Varias son las cuestiones planteadas en esta queja. En

este  sentido,  debe  decirse  que  la  queja  inicialmente  tenía  como  objeto

denunciar  la  falta  de  respuesta  tanto  del  Departamento  de  Ciudadanía  y

Derechos Sociales, como del Consejo de Transparencia de Aragón.

La  aportación  por  la  ciudadana  del  escrito  de  respuesta  del  IASS

permite entender que se ha ofrecido algún tipo de información por parte de la

Administración a la ciudadana (si bien se ha discrepado de la misma y se ha

considerado  insuficiente  por  esta  señora),  sin  que  tampoco  se  haya

efectuado una indicación de recursos, a pesar de que la resolución de la Sra.

Secretaria  General  del  IASS  responde a  un  petición formal  de  solicitud  de

revocación del cese que había presentado la afectada.

Por su parte, respecto  al amplio período de inactividad  del Consejo

de Transparencia de Aragón, se ha ofrecido una explicación por parte de la

Sra. Secretaria de este órgano, al señalar que la falta de respuesta se debió a

la  circunstancia  de  no  estar  designados  ocho  de  los  18  miembros  y  ser

necesaria la asistencia de, al menos, la mitad de sus miembros en concepto

de  quórum,  según  el  art.  14  del  Reglamento  de  Organización  y

Funcionamiento.  En  efecto,  si  bien  la  sesión  constitutiva  de  las  Cortes  se

produjo  el  día  20  de  junio  de  2019,  no  se  publicó  hasta  el  BOA  de  14  de

enero de 2020 la Orden con la designación de los nuevos miembros titulares
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y suplentes  de  los Grupos  Parlamentario,  por  lo que,  durante  este  período

temporal,  se habría impedido la actuación, de facto,  del funcionamiento del

Consejo.

Esta situación ha llevado a que, en la primera sesión del Consejo de

Transparencia  de  Aragón  tras  esta  suspensión  de  facto,  este  órgano,

respetuosamente,  haya interesado de las instituciones competentes que, en

circunstancias  como  las  presentes,  se  proceda  al   nombramiento,  con  la

máxima celeridad posible, de los miembros del Consejo de Transparencia de

Aragón.

SEGUNDO.- Respecto a las nuevas consideraciones formuladas por

la  ciudadana  en  relación  con  el  escrito  del  IASS  recibido  por  dicha señora

durante la sustanciación de  este expediente,  consideramos que  la cuestión

fundamental tiene que ver con la razón por la que se decidió que se ocupara

por el funcionario de carrera el puesto de la funcionaria que ha formulado la

queja  cuando, según  se dice,  existía otro  puesto idéntico también ocupado

por funcionario interino.

Pues  bien,  esta  Institución  considera  que  sería  bueno,  desde  una

perspectiva  de  buena  administración,  que  se establecieran  unas  reglas

generales para resolver este tipo de situaciones en las que, ante la existencia

de puestos vacantes cubiertos por interinos, deba cubrirse alguno o alguno

de  ellos  por  parte  de  un  funcionario  de  carrera,  en  aplicación  de  las

previsiones del art. 10 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre,

de  aprobación  del  Texto  Refundido  de  la  Ley  de  Estatuto  Básico  del

Empleado Público y normativa concordante.   En defecto de estas reglas, la

Administración  debería  motivar  cuál  o  cuáles  de  los  puestos  de  trabajo

desempeñados por interinos han de ser ocupados por funcionario de carrera

(art. 35  de  la  Ley  39/2015,  de  1  de  octubre,  de  Régimen  Jurídico  de  las

Administraciones Publicas y del Procedimiento Administrativo Común).
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A  favor  de  esta  conclusión  general,  militan  principios  básicos  del

funcionamiento  de  la  Administración  contemplados  en  el  art.  103  de  la

Constitución,  como  el   principio  de  objetividad,  en  relación  con  los  de

seguridad jurídica  e interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos

del art. 9.3 del mismo texto constitucional. En este sentido, el art. 3 de la Ley

40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, desarrolla

y pormenoriza estos valores y postulados constitucionales en el ámbito de la

Administración.

De  ahí  que  se  formule  una  Sugerencia  en  este  sentido  a  los

Departamentos  de  Hacienda  y  Administración  Pública;  y  de  Ciudadanía  y

Derechos  Sociales,  este  último  por  ostentar  también  competencias  en  el

asunto objeto de la Queja.

III.- RESOLUCIÓN

En  aplicación  de  la  Ley  reguladora  del  Justicia  de  Aragón,   me

permito sugerir:

I.-  A  los  Departamentos  de  Ciudadanía  y  Derechos  Sociales  y  de

Hacienda y  Administración Pública  que  valoren la posibilidad  de  establecer

reglas  que  determinen  el  puesto  o  puestos  de  trabajos  que  vayan  a  ser

ocupados por funcionario de carrera con el consiguiente desplazamiento de

funcionarios  interinos,  cuando  exista  mayor  número  de  puestos  de  trabajo

semejantes  desempeñados por  personal  interino.  Con independencia  de la

existencia, o no, de estas reglas, y también para el caso objeto de la queja,

sería necesario que se ofreciera una motivación de la concreta elección del

puesto de trabajo a ocupar por funcionario de carrera.

II.- Al Departamento de Ciudadanía y Derechos Sociales que precise,

respecto a la resolución de  la Sra. Secretaria General del IASS con registro
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de salida de 21 de febrero de 2020, el recurso que proceda para su eventual

impugnación.

Agradezco de antemano su colaboración y espero que, en la medida

de  lo  posible,  y  dadas  las  especiales  circunstancias  en  las  que  nos

encontramos de las que somos conscientes, se me comunique si  acepta, o

no,  la  Sugerencia  formulada,  indicándome,  en  este  último  supuesto,  las

razones en que funde su negativa.

Zaragoza, a 28 de abril de 2020

ÁNGEL DOLADO

JUSTICIA DE ARAGÓN
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